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UNIDAD V 

EL INTERCAMBIO INTERNACIONAL Y LOS ORGANOS DEL 

ESTADO EN LAS RELACIONES ENTRE LAS NACIONES 

Contenido: 

5.1 Las relaciones entre los Estados, incluyendo a los órganos de representación, la diplomacia, los Jefes de Estado, los Secretarios o Ministros de Relaciones Exteriores, los agentes diplomáticos, los agentes consulares y el personal paradiplomático. 

5.2 Derecho de Legación. 

5.3 Las negociaciones internacionales, especialmente los tratados, los convenios, las conferencias, las convenciones, etc. 

5.1 LAS RELACIONES ENTRE LOS ESTADOS, INCLUYENDO LOS ORGANOS DE 

REPRESENTACION, LA DIPLOMACIA, LOS JEFES DE ESTADO, LOS SECRETARIOS O MINISTROS 

DE RELACIONES EXTERIORES, LOS AGENTES DIPLOMÁTICOS, LOS AGENTES CONSULARES Y 

EL PERSONAL PARA DIPLOMÁTICO. 

Para la mayoría de los doctrinarios, los órganos representativos de un Estado se clasifican en: internos o también llamados centrales y exteriores. De entre los primeros se encuentran los jefes de Estado, jefes de gobierno y ministros de asuntos exteriores; dentro de los segundos, se estudian separadamente las misiones diplomáticas, las misiones diplomáticas especiales y las oficinas consulares. 

JEFE DE ESTADO 

Cualquiera que sea la función constitucional del jefe de Estado, la capacidad de representación internacional de este órgano no se pone en duda. Todos los Estados se representan actualmente por un jefe de Estado que posee, en principio, un poder general de representación y depende de la legislación interna de cada Estado la constitución de este órgano, aunque lo normal es que éste sea, unipersonal, monarca o presidente de la república, pero puede serio también colegiado. Es también posible que este órgano supremo del Estado pueda ser considerado al mismo tiempo como jefe de gobierno según las respectivas constituciones. 

El jefe del Estado, además de ser por lo común el órgano administrativo más importante de un país, ejerce la función representativa exterior, y sus actos en materia internacional se consideran directamente actos de Estado.7 

Ahora bien, el orden internacional otorga una protección especial a esta figura rodeándoles de la debida consideración. Sus personas son inviolables, que supone que no pueden ser objeto de medidas coercitivas, ni él ni su familia, residencia, propiedades, equipaje y correspondencias, debiendo ser objeto de una protección especial, así como de ciertas inmunidades como la penal y la civil. Los Estados que acogen en su territorio a jefes de Estado extranjeros contraen, según este mismo orden internacional, una obligación especial de protección. 

Una forma muy especial de esa protección y situación privilegiada es la inmunidad jurisdiccional respecto de otros Estados. Tal inmunidad no es un corolario de la regla de la irresponsabilidad constitucional interna, sino consecuencia del Principio General de Derecho Internacional de igualdad entre los Estados. Por esta inmunidad están sustraídos a cualquier forma de jurisdicción ante tribunales estatales, pero no, en cambio, ante tribunales internacionales o por su jurisdicción nacional. 

Hacia el exterior, muy variadas pueden ser sus funciones, sin embargo, de modo general pueden ser: acreditar y recibir embajadores y otros representantes diplomáticos, celebrar tratados internacionales, declarar la guerra y hacer la paz. En tanto que sea jefe supremo de las fuerzas armadas, le corresponden funciones que el Derecho internacional consuetudinario atribuye a todo jefe de las fuerzas armadas en campaña. Por otro lado, cuando el Jefe de Estado sea a la vez Jefe de Gobierno, todos los actos internacionalmente relevantes de los órganos inferiores revierten en él para su aceptación y aprobación. Cuando esta figura es distinta de la de la Jefatura de Estado, su posición es virtualmente semejante a la de éste. En principio suele ser que la representación hacia el exterior que incluye obviamente la capacidad para comprometer a su Estado, así como los privilegios e inmunidades que el Derecho Internacional otorga a los Jefes de Estado, se extienden a los Jefes de Gobiernos. Y ello, se puede apreciar en la mayoría de los textos internacionales que argumentan su equiparación. 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 

Como el Jefe del Estado no negocia directamente, ni en persona, con una potencia extranjera, las negociaciones se realizan por conducto de la Secretaria o Ministerio se Relaciones Exteriores, que en cada Estado recibe nombre diferente. 

Como miembro de un gabinete ministerial, sobre todo cuando éste es presidencialista, este ministro está jerárquicamente sometido al Jefe de Gobierno y puede ser más ejecutor que actor en la política exterior. 

Representa la cabeza de los servicios básicos de la actividad exterior del Estado. Sin embargo, en la práctica y en la teoría se admite su poder para comprometer al Estado, al igual que el Jefe de Estado y el, de gobierno. 

Gozan igualmente de los privilegios e inmunidades que garantizan el libre ejercicio de sus funciones. 

7 Sepúlveda, César. Ob. Cit., p.149 

AGENTES DIPLOMÁTICOS 

El establecer a la misión diplomática surge de la necesidad de contar, en otros países, con representantes permanentes para tratar los asuntos del Estado y para obtener información valiosa a éste. Se define a la "misión diplomática", como "el órgano exterior para las relaciones internacionales del Estado que la envía respecto al Estado receptor de la misma, en el plano básico de los intereses estatales". Su establecimiento está regido por el principio general del mutuo consentimiento entre los Estados interesados, quienes manifiestan su conformidad no solo respecto de la sede principal sino del establecimiento de otras oficinas de la misión en localidades distintas (artículo 12), además de la cuestión de fijar el número de personas que forman parte de la misión (artículo 11). 

Se consideran agentes diplomáticos a los funcionarios de un Estado que son envidados a otro para representar sus intereses políticos y jurídicos generales. El conjunto formado por los jefes de misión acreditados ante un gobierno, así como el grupo de personas que con el estatus especial de diplomáticos están adscritas a las distintas legaciones, se consideran el "cuerpo diplomático" de un Estado. 

La determinación de las funciones de la misión diplomática es una tarea importante no sólo desde el punto de vista jurídico sino también del punto de vista político, ya que conviene saber cuáles son los límites que las actividades de la misión no debe rebasar, son pena de que el Estado receptor declare al jefe de la misión o a uno de sus miembros, personas no gratas (artículo 9) y además, porque es necesario precisar los tipos de funciones que el Estado receptor no puede rehusar a la misión. 

Las principales funciones de una misión diplomática consisten en: 

a) Representar al Estado acreditado ante el Estado receptor. 

b) Proteger en el Estado receptor los intereses del Estado acreditante y los de sus nacionales, dentro de los límites permitidos por el Derecho internacional. 

c) Negociar con el gobierno del Estado receptor. 

d) Enterarse por todos los medios lícitos de las condiciones y de la evolución de los acontecimientos en el Estado receptor e informar sobre ello al gobierno del Estado acreditante. 

e) Fomentar las relaciones amistosas y desarrollar las relaciones económicas, culturales y científicas entre el Estado acreditante y el Estado receptor. 

f) Además de otras de índole consular. (Artículo 3) 

Cabe mencionar que esta lista no es exhaustiva, sino meramente un señalamiento acerca de la naturaleza de las funciones que las misiones diplomáticas pueden ejercer, a manera de orientación. 

El encargado de toda misión diplomática es el "jefe de misión", quien se auxilia en sus funciones de un grupo de personas consideradas como "miembros del personal de la misión" que incluyen al personal diplomático, administrativo y técnico. (Artículo 1) 

Se considerará que éste ha asumido sus funciones, desde el momento en que presente sus cartas credenciales o bien, cuando comunique su llegada y presente copia de estilo de sus cartas credenciales al Ministerio de Relaciones Exteriores o al Ministerio que se haya convenido (artículo 13). Es de suma importancia, que el Estado acreditante deba asegurarse de que la persona que se proponga acreditar ante el Estado receptor ha obtenido el asentimiento de ese Estado, ya que el receptor no está obligado a expresar al Estado acreditante los motivos de su negativa a otorgar este asentimiento. (Artículo 4) 

Los jefes de misión se dividen en tres clases: a) embajadores o nuncios acreditados ante los jefes de Estado, y otros jefes de misión de rango equivalente; b) enviados, ministros o internuncios acreditados ante los jefes de Estado y c) encargados de negocios acreditados ante los ministros de relaciones exteriores. Cabe mencionar que respecto de esta clasificación no se hará distinción alguna, excepto por lo que respecta a la procedencia y a la etiqueta (artículo 14). Serán los Estados quienes se pondrán de acuerdo acerca de la clase a que habrán de pertenecer los jefes de sus misiones respectivas (artículo 15) 

La persona del agente diplomático es inviolable, esto quiere decir que no puede ser objeto de ninguna forma de detención o arresto. El Estado receptor deberá tratarlo con el debido respeto y deberá adoptar todas las medidas adecuadas para impedir cualquier atentado contra su persona, libertad o dignidad (artículo 29). Su residencia particular goza de la misma inviolabilidad y protección que los locales de la misión (artículo 30). 

En cuanto a las inmunidades, todo agente diplomático goza de inmunidad de la jurisdicción penal del Estado receptor; además, de la jurisdicción civil y administrativa, excepto en los siguientes casos: 

a) Si se trata de una acción real sobre bienes inmuebles particulares radicados. en el territorio del Estado receptor, a menos que el agente diplomático los posea por cuenta del Estado acreditante para los fines de la misión. 

b) Si se trata de una acción sucesoria en la que el agente diplomático figure, a título privado y no en nombre del Estado acreditante, como ejecutor testamentario, administrador, heredero o legatario; 

c) Si se trata de una acción referente a cualquier actividad profesional o comercial ejercida por el agente diplomático en el Estado receptor, fuera de sus funciones oficiales. (Artículo 31) 

Cabe anotar que la inmunidad de jurisdicción de un agente diplomático en el Estado receptor no le exime de la jurisdicción de su propio Estado. (Artículo 31) 

Por otra parte, el Estado acreditante podrá renunciar a la inmunidad de jurisdicción de sus agentes diplomáticos, la cual tendrá que ser siempre expresa. Si un agente diplomático entabla una acción judicial, no le será permitido invocar la inmunidad de jurisdicción respecto de cualquier reconvención directamente ligada a la demanda principal. La renuncia a la inmunidad de jurisdicción respecto de las acciones civiles o administrativas no ha de entenderse que entraña renuncia a la inmunidad en cuanto a la ejecución del fallo, para lo cual será necesaria una nueva renuncia (artículo 32). Al margen de lo .anterior, ningún agente diplomático está obligado a testificar, ni a ser objeto de ninguna medida de ejecución (artículo 31). 

Deberes de los agentes diplomáticos. 

Sin perjuicio de sus privilegios e inmunidades, todas los agentes diplomáticos deben de respectar las leyes del Estado receptor. Además, es importante destacar que están obligados a no inmiscuirse en los asuntos internos de ese Estado. Todos aquellos asuntos de índole oficial de la misión deben ser tratados con el Ministerio de Relaciones Exteriores o con el Ministerio que se haya convenido. (Artículo 41) 

Terminación del cargo diplomático. 

Se entiende que las funciones del agente diplomático terminan cuando el Estado acreditante comunica al Estado receptor que las funciones del agente diplomático han terminado; asimismo, cuando el Estado receptor comunique al Estado acreditante que se niega a reconocer al agente diplomático como miembro de la misión o lo considera persona no grata por cualquier motivo. (Artículo 43) 

En el caso de ruptura de las relaciones diplomáticas entre dos Estados, o si se pone término a una misión de modo definitivo o temporal, el Estado receptor está obligado a respetar y a proteger los locales de la misión así como sus bienes y archivos. Inclusive el Estado acreditante podrá confiar la custodia de sus locales, así como de sus bienes y archivos. (Artículo 46) 

Conviene mencionar que cuando exista una controversia suscitada por el incumplimiento o interpretación del instrumento internacional de Naciones Unidas que regula este tipo de relaciones, podrán éstas ser sometidas a la Corte Internacional de Justicia. Para ello, los Estados deben, además de ser parte de la Convención, adherirse al protocolo facultativo sobre la jurisdicción obligatoria para la solución de controversias, mismo que entró en vigor el mismo día que la Convención. 

AGENTES CONSULARES Y El PERSONAL PARA DIPLOMÁTICO 

Para Ortiz Ahlf los funcionarios consulares son agentes oficiales que un Estado establece en ciudades de otros Estados, con el fin de proteger sus intereses y los de sus nacionales. A diferencia de los agentes diplomáticos los consulares no realizan actos de naturaleza política. 

En efecto, ambas instituciones anotan grandes diferencias, pero por tratarse de naturaleza semejante, asumen no sólo similares características sino también, en la práctica, funciones complementaria. Por su parte Maresca, enlista una serie de diferencias entre ambas instituciones: 

a) Las relaciones diplomáticas están reguladas por el Derecho Internacional en sus aspectos formales y 

en su propio contenido. Los Estados actúan como sujetos de Derecho Internacional y los órganos, instrumentos 

de dichas relaciones, son los agentes diplomáticos. Por el contrario, aunque las relaciones consulares están 

reguladas por el Derecho Internacional, las funciones consulares más características son establecidas por el 

derecho interno. 

b) Los actos del agente diplomático son principalmente actos que se realizan en representación del 

Estado y consisten en declaraciones de voluntad, mientras que las funciones de los agentes consulares son 

principalmente actividades de derecho interno. 

c) La relación consular no se encuentra supeditada a la diplomática puesto que la ruptura de este tipo de 

relaciones no entraña por si misma la ruptura de la relación consular. Ello, principalmente por su carácter no 

político. 

Sin embargo, a pesar de dichas diferencias, cabe anotar que ambas instituciones también comparten ciertas similitudes, como por ejemplo el que ambas relaciones crean entre los Estados partícipes un conjunto de obligaciones, facultades y órdenes reguladas por el Derecho internacional público, así como que tanto los agentes diplomáticos como los consulares son órganos del Estado con capacidad y personalidad regulada por el Derecho Internacional. De la misma manera, tal y como sucede en las relaciones diplomáticas, las consulares no se establecen sino sólo entre Estados que se hayan reconocido recíprocamente. Las relaciones consulares de igual forma que las diplomáticas se desarrollan por medio de órganos permanentes. 

El Estado receptor podrá comunicar en todo momento al Estado que envía que un funcionario consular es persona no grata, o que cualquier otro miembro del personal ya no es aceptable. En ese caso, el Estado que envía retirará a esa persona, opondrá término a sus funciones en la oficina consular. Inclusive una persona designada miembro de la oficina consular puede ser declarada no aceptable antes de su llegada al territorio del 

Estado receptor o antes de que inicie sus funciones. En cualquiera de esos casos el Estado que envía deberá retirar el nombramiento. En cualquier caso el Estado receptor no está obligado a exponer al Estado que envía los motivos de su decisión. (Artículo 23) 

Por otra parte, los funcionarios consulares, se dividen en dos clases: de carrera y honorarios. En el presente estudio nos avocaremos al estudio de los primeros. Los segundos, Carlos Arellano opina que pueden ser no nacionales del Estado que los envía y anteriormente eran comerciantes designados por el gobierno de un Estado, para representarlo sin emolumentos. Actualmente, no suelen ser comerciantes y su representación, aún cuando se distingue de los diplomáticos frecuentemente tiene tan estrecha relación que muchas de sus tareas se complementan entre sí, sin que por ello haya confusión entre ambas categorías. De alguna manera se rigen por las mismas disposiciones que los de carrera aunque con algunas variantes que se resaltan más con respecto a los privilegios e inmunidades que son menores tanto en lo relativo a la propia persona como en lo que concierne a las personas físicas que integran una oficina consular con un jefe consular de carrera o la sede de la oficina. Por mencionar algunos ejemplos: la sede de la oficina consular encabezada por un honorario, no disfruta ni siquiera de la inviolabilidad limitada reconocida a las oficinas consulares encabezadas por uno de carrera. Asimismo, los cónsules honorarios pueden dedicarse a sus negocios privados. 

Por oficina consular debemos entender, todo consulado general, vice-consulado o agencia consular. Esta clasificación tiene que ver con la categoría de los jefes de la oficina consular que pueden ser: cónsules generales, cónsules, vicecónsules o agentes: consulares respectivamente (artículos 1 y 9). Ahora bien, estas sedes consulares pueden establecerse en las ciudades de los Estados y es necesario el consentimiento del Estado receptor para ubicar su sede, incluso si se trata de abrir un viceconsulado o una agencia consular en una localidad diferente de aquélla en la que radica la misma oficina consular. (Artículo 4) 

El número de miembros de una oficina consular deberá mantenerse dentro de los límites razonables para la realización de sus funciones. (Artículo 20) 

Funciones de las oficinas consulares 

Las funciones de las oficinas consulares suelen ser de muy diversa naturaleza; la mayoría de ellas se determinan por los llamados convenios consulares, que se concluyen entre el Estado que envía y el Estado receptor. Aún así, la Convención señala la siguiente lista, no exhaustiva: 

a) Proteger en el Estado receptor los intereses del Estado que envía y de sus nacionales, sean personas naturales o jurídicas, dentro de los límites permitidos por el Derecho internacional. 

b) Fomentar el desarrollo de las relaciones comerciales, económicas, culturales y científicas entre el Estado que envía y el Estado receptor, y promover además las relaciones amistosas entre los mismos. 

c) Informarse por todos los medios lícitos de las condiciones y de la evolución de la vida comercial, económica, cultural y científica del Estado receptor, informar al respecto al gobierno del Estado que envía y proporcionar datos a las personas interesadas. 

d) Extender pasaportes y documentos de viaje a los nacionales del Estado que envía y visados o documentos adecuados a las personas que deseen viajar a dicho Estado. 

e) Prestar ayuda y asistencia a los nacionales del Estado que envía, sean personas naturales o jurídicas. 

f) Actuar en calidad de notario, en la de funcionario de registro civil, y en funciones similares y ejercitar otras de carácter administrativo, siempre que no se opongan las leyes y reglamentos del Estado receptor. 

g) Velar, de acuerdo con las leyes y reglamentos del Estado receptor, por los intereses de los nacionales del Estado que envía, sean personas naturales o jurídicas, en los casos de sucesión por causa de muerte que se produzcan en el territorio del Estado receptor. 

h) Velar, dentro de los límites que impongan las leyes y reglamentos del Estado receptor, por los intereses de los menores y de otras personas que carezcan de capacidad plena y que sean nacionales del Estado que envía, en particular cuando se requiera instituir para ellos una tutela o una curatela. 

i) Representar a los nacionales del Estado que envía o tomar las medidas convenientes para su representación ante los tribunales y otras autoridades del Estado receptor, de conformidad con la práctica y los procedimientos en vigor en este último, a fin de lograr que, de acuerdo con las leyes y reglamentos del mismo, se adopten las medidas provisionales de preservación de los derechos e intereses de esos nacionales, cuando, por estar ausentes o por cualquier otra causa, no puedan defenderlos oportunamente. 

j) Comunicar decisiones judiciales y extrajudiciales y diligenciar comisiones rogatorias de conformidad con los acuerdos internacionales en vigor y, a falta de los mismos, de manera que sea compatible con las leyes y reglamentos del Estado receptor. 

k) Ejercer, de conformidad con las leyes y reglamentos del Estado que envía, los derechos de controlo inspección de los buques que tengan la nacionalidad de dicho Estado, y de las aeronaves matriculadas en el mismo y, también, de sus tripulaciones. 

1) Prestar ayuda a los buques y aeronaves y también, a sus tripulaciones; recibir declaración sobre el viaje de esos buques, encaminar y refrendar los documentos de abordo y, sin perjuicio de las facultades de las autoridades del Estado receptor, efectuar encuestas sobre los incidentes ocurridos en la travesía y resolver los litigios de todo orden que se planteen entre el capitán, los oficiales, los marineros, siempre que lo autoricen las leyes y reglamentos del Estado que envía. 

m) Ejercer las demás funciones confiadas por el Estado que envía a la oficina consular que no estén prohibidas por las leyes y reglamentos del Estado receptor o a las que éste no se oponga, o las que le sean atribuidas por los acuerdos internacionales en vigor entre el Estado que envía y el receptor. (Artículo 5) 

Jefe de la oficina consular y su acreditación 

El jefe de la oficina consular es el encargado principal de dicha institución. El documento que acredita su nombramiento tiene la forma de carta patente u otro instrumento similar, donde se indica su nombre, clase, categoría, circunscripción y la sede o la oficina consular. El Estado que envía debe transmitir el instrumento de acreditación, por vía diplomática, al gobierno del Estado en cuyo territorio vaya a ejercer funciones dicho jefe. (Artículo 11) 

El exequátur, es el documento mediante el cual se autoriza al jefe de la oficina consular a iniciar funciones. Sin embargo, éste puede ser admitido provisionalmente al ejercicio de sus funciones, hasta que se le conceda el exequátur. También puede suceder que quedase vacante el puesto de jefe de la oficina consular o bien, no pueda ejercer sus funciones, entonces podrá actuar provisionalmente, sin necesidad de dicha autorización, un jefe interino. Cabe señalar que el Estado receptor puede negar su otorgamiento y por demás, no está obligado a motivar dicha negativa. (Artículo 12, 13 Y 15) 

Una vez que se haya admitido al jefe de la oficina consular, aunque sea provisionalmente, al ejercicio de sus funciones, el Estado receptor está obligado a comunicarlo sin dilación a las autoridades competentes de la circunscripción consular. Asimismo está obligado a velar por que se tomen las medidas necesarias para que el jefe de la oficina consular pueda cumplir los deberes de su cargo. (Artículo 14) 

Terminación de las relaciones consulares 

La determinación de uno de los Estados de dar fin a una relación consular es razón suficiente para que esta termine. Además existen otras que tienen que ver con la seguridad de los miembros de una oficina consular como en el caso de conflicto armado ya sea entre el Estado que envía y el receptor o bien, cualquier otro conflicto que ponga en peligro la integridad de los miembros de la oficina o bien, la extinción de la personalidad internacional de alguno de los dos Estados. De cualquier forma la Convención no menciona estrictamente, las causas por las que se pudiera dar fin a una relación consular. 

5.2 DERECHO DE LEGACION 

Legación significa encargo conferido a un agente diplomático para que represente a su gobierno ante otro, como plenipotenciario o encargado de negocios. Legación es el derecho que tienen los Estado para nombrar agentes diplomáticos y consulares. 

Este poder o derecho de representación recibe el nombre de derecho de "legación". Para Puente Egido, en su sentido técnico-jurídico más propio, significa la facultad que posee una persona de Derecho Internacional Público, en este caso el Estado, para enviar y recibir agentes diplomáticos y consulares. Este derecho supone, tanto el derecho de enviar dichos representantes, lo que se conoce como derecho de legación activa, como a recibirlos, derecho de legación pasiva. 

La evolución de este derecho es bastante antigua, inclusive su nacimiento tiene sus orígenes desde antes de que se pudiera hablar de un Derecho Internacional Público en sentido propio. Fue precisamente cuando la intensidad de las relaciones entre Estados se hizo más frecuente, y el desarrollo se hizo más automático. Sin embargo, cabe anotar que en un primer momento y debido al hermetismo de los pueblos antiguos, las embajadas o representaciones de otros pueblos fueron considerados como hechos esporádicos, lo que impedía la formación de cuerpos especiales de personas destinadas a tal función. Constante ha sido, por el contrario, el dato de que la facultad de enviar y recibir representaciones del exterior haya residido en el órgano que detentaba el poder político de esa comunidad. Así por ejemplo, el Senado romano poseyó, en la época republicana, la facultad de enviar embajadas que, integradas colegiadamente, eran presididas por un princeps legationis. En la época imperial tal facultad pasó a manos del emperador. 

Durante la Edad Media no hubo lugar al desarrollo en Europa de un verdadero derecho de legación. La idea de imperio como un corpus politicum christianum se opuso al establecimiento permanente de relaciones internacionales entre sujetos verdaderamente independientes. Aunque lo cierto fue que la situación fáctica de independencia de algunos príncipes no lo eliminó por completo e inclusive floreció en aquellas zonas marginales de esa comunidad en que fueron frecuentes las relaciones entre príncipes cristianos y no cristianos. 

Solamente a finales del siglo XV y principios del XVI, con la aparición de los Estados modernos, como España, Portugal, Francia e Inglaterra, se hace posible la existencia de una "política exterior" por así llamarla. Sin embargo, cabe decir que con anterioridad, las repúblicas del norte de Italia habían establecido una técnica de relación internacional que permitió ver en ella los verdaderos inicios del derecho de legación moderno. 

5.3. LAS NEGOCIACIONES INTERNACIONALES, ESPECIALMENTE LOS TRATADOS, LOS 

CONVENIOS, LAS CONFERENCIAS, LAS CONVENCIONES, ETC. 

NEGOCIACIONES JURÍDICAS INTERNACIONALES 

Los Estados y algunos organismos internacionales regulan sus relaciones mutuas mediante acuerdos" éstos dan lugar a formas muy variadas de negociaciones jurídicas. Las principales son: las conferencias y los congresos, las declaraciones, las renuncias, las protestas y finalmente, los tratados o convenios. 

CONFERENCIAS Y CONGRESOS 

Las conferencias son reuniones a la que asisten muy variados personajes de representación estatal que discuten temas de índole estrictamente técnico-jurídica; adoptan, en la mayoría de los casos, un carácter privado no oficial. Por su parte, los congresos son reuniones formales de representantes debidamente autorizados y de alta jerarquía para el propósito de discutir materias internacionales de interés común y llegar a conclusiones que, en la mayoría de los casos, tienen matices principalmente políticos. Su coincidencia radica en que en ambas, se delibera sobre asuntos de interés internacional a fin de llegar a un acuerdo entre los participantes. 

Sin embargo, para algunos autores como Arellano no se acepta distinción alguna entre ambos acontecimientos, pues afirma que, en uno y otro, se han celebrado negocios de la misma índole e importancia y que la distinción más bien ha sido histórica cuando en el pasado, la denominación de congreso correspondía mejor a las reuniones de soberanos o jefes de Estados, o a las de mayor importancia; y en menor categoría a las conferencias. No así para Sepúlveda que considera que es efectivamente, en las conferencias donde se discuten temas jurídicos en estricto sentido, y en las cuales no es necesaria una representación diplomática de alto rango, lo cual no menoscaba la importancia de los congresos. En la actualidad, ambas expresiones son usadas como sinónimos. 

DECLARACIONES 

El término de "declaraciones", por su parte, también ha tenido complicaciones en el ámbito internacional por su muy variada forma de utilización: se le denomina así a la parte declarativa de un tratado, también llamada proemio; a una declaración política o a una conducta que se piensa seguir en el futuro por uno o varios Estados. 

Así también, a algunos acuerdos internacionales con o sin carácter vinculante como la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948 y la Declaración de París de 1856, respectivamente. 

A todo ello, el significado que adopta la expresión de "declaración" como un tipo de negociación jurídica internacional, es la que se traduce en: una manifestación unilateral que produce efectos jurídicos. Ejemplo de ello, el anuncio de un bloqueo o bien, el hecho de manifestar a la opinión pública internacional la intención de reanudar relaciones con otro Estado, o bien, de romperlas. 

RENUNCIAS 

Al abandono voluntario de un derecho o de una expectativa de derecho, se le conoce como "renuncia". 

Ejemplo de ella, puede ser cuando un Estado renuncia a una reclamación a la que tiene derecho con el objeto de evitar una fricción o para llegar a un acuerdo amistoso con el Estado contra el cual se tiene la reclamación. 

PROTESTAS 

Al no reconocimiento por parte de un Estado de una conducta atribuida a una persona de Derecho internacional público, que considera ilegítima o bien, que afecta o pueda afectar sus intereses jurídicos, se le conoce como "protesta". Este tipo de negociación es útil para fincar un derecho. Por ejemplo, si un país ocupa un territorio al que otro Estado tiene una pretensión, esa protesta sirve para que no se perfeccione la ocupación, y para que sea tomado en consideración el Estado que protesta. Para que sea válida ha de ser formal, y debe ser formulada por el órgano del Estado que tenga la representación internacional. 

TRATADOS 

A pesar de la importancia que pueden tener los anteriores tipos de negociaciones jurídicas internacionales, lo cierto es que son los tratados la negociación de mayor relevancia en el ámbito internacional. 

Éstos, son una base importante, para determinar los derechos y las obligaciones de los Estados, que con frecuencia los suscriben para reglamentar transacciones internacionales de diversa índole, pero también sirven para imponer normas vinculantes precisas y detalladas en varios ámbitos del Derecho internacional público, por ejemplo, los derechos humanos, el medio ambiente y el Derecho humanitario. Asimismo, muchos de ellos se caracterizan por codificar, clarificar y completar el Derecho internacional consuetudinario. 

El órgano de las Naciones Unidas encargado de codificar el Derecho internacional, acertó plenamente cuando en su primer período de sesiones en 1949 decidió incluir el tema de los tratados como materia principal. 

Y aunque los trabajos comenzaron inmediatamente, la Comisión no toma en serio su cometido sino sólo a partir de 1961, cuando abordó con detenimiento el Derecho de los tratados. Tras unos años de intensa labor, en 1966 dio vida a su proyecto de artículos sobre el Derecho de los tratados, recomendando a la Asamblea General de las 

Naciones Unidas la convocatoria de una conferencia internacional con miras a la adopción de la convención pertinente. La Conferencia se reunió en Viena en los años 1968 y 1969, culminando sus labores con la adopción de la Convención sobre el Derecho de los Tratados el día 23 de mayo de 1969. En su preámbulo, los Estados partes reconocen la importancia cada vez mayor de los tratados como fuente de Derecho internacional y como medio para desarrollar la cooperación pacífica entre las naciones, sean cuales fueren sus regímenes constitucionales y sociales. 

Si bien es cierto que esta Convención no cubre todos los aspectos de los tratados, lo cierto es que no deroga todo el cuerpo de normas consuetudinarias ya establecidas, sólo se consolida en el texto de su articulado una parte sustancial del derecho internacional que era indispensable codificar. Para Pastor R. esta Convención, pese a sus carencias, toma en cuenta los aspectos básicos del Derecho de los tratados en una codificación que es declarativa e innovadora y que representa, en puntos importantes, el Derecho internacional general en la materia. En este mismo sentido, Sepúlveda confirma que esta Convención debe mirarse como un intento muy serio para regularizar definitivamente las cuestiones que se relacionan con los problemas de la fuerza obligatoria, de la interpretación y las posibilidades de modificar legalmente o terminar lícitamente las obligaciones contraídas por los tratados, y añade que, a pesar de su carácter casuístico, ello debe ser así por la necesidad de prever cualquier conflicto sobre estos instrumentos internacionales. 

Por mi parte considero que esta Convención sistematiza de manera congruente y coordinada los aspectos generales de los tratados, por lo que constituye el texto internacional más idóneo para explicar este tema. 

CONVENCIONES (Convención sobre el Derecho de los tratados) 

I. Concepto y órganos competentes 

De conformidad con la Convención por tratado debe entenderse, al "acuerdo internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el Derecho internacional, ya conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su denominación." (Artículo 2) 

Respecto de esta definición caben resaltar los siguientes elementos: 

a) La Convención se aplica únicamente a los tratados celebrados entre Estados (artículo 1), exceptuando los que sean instrumentos constitutivos de un organismo internacional, como por ejemplo la Carta de Naciones Unidas y todo tratado adoptado por él, sin perjuicio de cualquier norma pertinente del mismo organismo. (artículos 3 y 5) 

b) No regula los acuerdos internacionales celebrados oralmente, como medida de seguridad jurídica para los Estados parte. 

c) Reconoce la posibilidad de que el tratado conste en un solo instrumento jurídico o en dos o más que traten sobre la misma materia. Esto, se refiere en específico a los protocolos adicionales de los tratados. 

d) Por último, señala que se aplicará a todo acuerdo que se realice en estas circunstancias cualesquiera que sea el nombre que se le haya dado, quedando incluida la categoría de los llamados acuerdos simplificados. 

Ahora bien, todo Estado. Se encuentra facultado para celebrar un tratado internacional (artículo 6) por medio de sus órganos competentes, quienes pueden ser: 

a) Jefes de Estado, de gobierno o ministros de relaciones exteriores, para realizar cualquier tipo de acto en la negociación y celebración de un tratado. 

b) Jefes de misión diplomática, para la adopción de un texto entre el Estado acreditante y el Estado ante el cual se encuentran éstos acreditados. 

c) Representantes acreditados por los Estados ante una conferencia internacional o ante una organización internacional o ante uno de sus órganos, para la adopción del texto de un tratado en tal conferencia, organización u órgano: 

d) Representantes autorizados y con plenos poderes para adoptar o autenticar el texto de un tratado, o para manifestar el consentimiento del Estado de obligarse por un tratado. Esta intención no .puede presumirse, el documento que conste los plenos poderes tiene que ser exhibido y comprobado al momento de la firma del tratado. 

e) Aquella persona que por la práctica internacional aceptada por otros Estados se considere autorizada para manifestar el consentimiento del Estado de obligarse por un tratado. (Artículo 7) 

Si bien es cierto que generalmente la legislación interna de cada Estado establece quienes serán los representantes autorizados para realizar los actos que dimanen de la celebración de un tratado, la convención no se olvida de disponer que, en el supuesto caso de que un acto relativo a la celebración de un tratado se realice por una persona no autorizada para ello, el tratado no surtirá efectos jurídicos, a menos que el Estado, al que supuestamente representó, confirme estos actos como válidos. (Artículo 8) 

II. Procedimiento de elaboración 

La Convención menciona que son tres las etapas de elaboración de un tratado: la adopción del texto, la autenticación de un tratado y la manifestación de la voluntad para incorporarse al mismo. La adopción es él procedimiento que se utiliza para aprobar el texto de un tratado. Éste debe darse por la totalidad de los Estados que participaron en su elaboración o por mayoría de dos tercios de los Estados presentes y votantes, a menos que se decida por igual mayoría aplicar otra regla. (Artículo 9) 

La autenticación de un tratado, es la manera por la cual se da por veraz y definitivo un texto, por los representantes de los Estados participantes en su elaboración. Se realiza mediante el procedimiento convenido, y a falta de éste mediante la firma, la firma ad referéndum o la rúbrica. (Artículo 10) 

La firma consiste en que el representante de un Estado manifiesta su decisión mediante un gráfico de identificación personal. El sistema utilizado es el alternat que consiste, tratándose de tratados bilaterales, en que cada representante de un Estado firme primero el ejemplar del otro Estado. En los multilaterales, el sistema opera de manera que los representantes de los Estados firman los ejemplares atendiendo al orden alfabético o utilizan el sistema pele-mele que no es otra cosa que la firma de los ejemplares sin un mecanismo previamente establecido pero de manera ordenada. 

En el caso de la firma ad referéndum, el representante de un Estado manifiesta que el texto del tratado requiere de una consulta posterior para darlo por auténtico y definitivo. Dicho representante plasma su firma seguida de las siglas A-R. Cuando el compromiso contraído representa una promesa de firmar con posterioridad un tratado, el representante plasma su rúbrica. 

Ahora bien, será la manifestación de la voluntad expresada por medio de la ratificación, canje de instrumentos o la adhesión o cualquier otra forma convenida la que obligue al Estado frente a los demás Estados de las obligaciones contraídas por el tratado suscrito. (artículo 11) 

RESERVAS 

Un aspecto importante de los tratados constituye las reservas, que no son otra cosa sino declaraciones unilaterales de los Estados por medio de las cuales, deciden no vincularse a ciertas disposiciones de un tratado, por así convenir a sus intereses. Los Estados pueden formularlas en razón de su derecho interno-, cuando éste se contrapone a una norma internacional y por ello no le es posible aceptar el contenido íntegro de un tratado. 

Posteriormente, los Estados pueden, una vez modificadas sus leyes internas contrarias al texto del tratado, retirar las reservas que en su momento fueron formuladas. 

Por otra parte, pudiera darse el caso de que un Estado no pretenda emitir una reserva sino simplemente una declaración. El Estado aclara, mediante ésta, qué sentido tiene para él un artículo o varios en el tratado, a fin de evitar distintas y futuras interpretaciones sobre el mismo. 

Ambas decisiones, la reserva y la declaración, al ser legalmente autorizadas excluyen o modifican las relaciones mutuas entre el Estado que las formula y los demás Estados partes del mismo, más no afecta las relaciones de otros Estados parte del tratado que no las hayan admitido u objetado, lo cual es también una posibilidad que tiene por efecto suprimir la aplicación del tratado entre el Estado que formula la reserva o la declaración y el que hace la objeción (artículo 21). El momento oportuno de realizarlas es durante la firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de un tratado. Sin embargo, existen excepciones por las cuales los Estados no pueden hacer valer su derecho de formularlas (artículo 19) tal es el caso de que el propio tratado lo prohíba, o bien, cuando el tratado disponga que únicamente podrán realizarse determinadas reservas y que la interpuesta no se encuentre prevista, y por último, que ésta no sea contraria al objeto y fin del tratado. 

En cierta medida las reservas, declaraciones y objeciones a los tratados han resultado benéficas en la práctica internacional, pese incluso, a los problemas que plantean aquellas que resultan políticamente incomprensibles, ya que de alguna manera han permitido a un número mayor de Estados aceptar ser parte de un tratado. Sin embargo, la práctica actual nos plantea la existencia de tratados que no cuentan con la posibilidad de hacer reservas ni objeciones, como es el caso del Estatuto de la Corte Penal Internacional; y es que los nuevos tiempos internacionales apuestan a los consensos que son producto de largas negociaciones que tienen por efecto establecer la convicción total de las partes que los suscriben, generando en los Estados un ánimo de compromiso tal que resulta difícil eludir. 

APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN 

En lo que se refiere a la aplicación de los tratados, la propia Convención menciona que es aplicable a los actos que realizan los Estados parte de un tratado y sobre la totalidad de su territorio, después de entrado en vigor, salvo que se disponga de otra manera. (artículo 28 y 29) 

En la aplicación de tratados sucesivos de la misma materia, se atenderá a las siguientes reglas: prevalecen las disposiciones del último tratado cuando éste se encuentre subordinado a otro posterior o anterior a él, o no sea incompatible con ese otro tratado; cuando los Estados parte en el tratado anterior sean también parte en el posterior, pero el tratado anterior no se haya terminado ni suspendido, se pueden aplicar las disposiciones del tratado anterior que no sean incompatibles con las disposiciones del tratado posterior y cuando los Estados partes en el tratado anterior no sean todos los que fueron en el tratado posterior se aplica lo dispuesto anteriormente respecto de sus relaciones mutuas o bien, se aplican las disposiciones del tratado en que coincidan. (Artículo 30) 

Ahora bien, para interpretar un tratado debe tomarse en cuenta su preámbulo, contexto, contenido y anexos. En el preámbulo se precisa su objetivo y sus fines, así como las razones fundamentales que se tomaron en cuenta para su creación. El alcance jurídico de esta parte inicial es meramente declarativo. 

Por su parte, el contexto es el sentido lógico de la interpretación de las disposiciones de un, tratado. En cuanto al contenido, éste se constituye por los artículos que conforman el texto del tratado y por último, los anexos se conforman por los artículos que aclaran alguna circunstancia o establecen disposiciones complementarias al tratado. 

Además de estos elementos de interpretación, deben de tomarse en cuenta: los acuerdos referidos al tratado que hayan sido concertados entre todos los Estados parte con motivo de la celebración del mismo; aquellos instrumentos formulados por uno o varios Estados parte con motivo de su celebración, que sean aceptados por los demás como instrumentos referentes al tratado; acuerdos ulteriores entre las partes contratantes acerca de la interpretación del tratado o su aplicación; normas de Derecho internacional aplicable; acuerdos que infieran el hecho de dar un significado especial a un término, si consta por escrito que esa fue la intención; medios de interpretación complementarios, como los trabajos preparatorios o las circunstancias de su celebración con el fin de subsanar el contenido ambiguo y oscuro de un tratado o evitar una interpretación absurda e irrazonable. Finalmente tener en cuenta que la interpretación de los tratados debe hacerse de buena fe atendiendo a su objeto y fin. (Artículos 31 y 32) 

Es importante añadir que cuando un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto es igualmente válido en cada uno de ellos, salvo que el tratado disponga lo contrario o que las partes hayan convenido que en los casos de discrepancia prevalezcan algunos. (Artículo 33) 

TERCEROS ESTADOS 

Anteriormente anotamos que, en materia de tratados, éstos únicamente crean derechos y obligaciones para los Estados que formen parte de ellos. Pero, a pesar de esta regla general, la disposición de un tratado puede dar origen a una obligación o a un derecho para un tercer Estado si las partes tienen la intención de que tal disposición sea el medio de crear esta situación y que el tercer Estado lo consienta. Es decir, a pesar de que un 

Estado no suscriba formalmente un tratado, puede quedar ligado a éste en virtud de una manifestación de voluntad que no puede ser revocable ni modificable, sino mediante el consentimiento de todos los Estados parte, salvo que se haya convenido otra cosa. (Artículos 34, 35 Y 36) Desde luego, si un tercer Estado adquiere el disfrute de un derecho debe de cumplir las condiciones que para su ejercicio se establezcan (artículo 38). 

ENMIENDAS 

Cuando los Estados partes convengan modificar el texto de un tratado, ello se hará mediante una enmienda. Ésta se realiza por acuerdo de las partes, salvo que se disponga otra cosa. La propuesta de una enmienda debe ser notificada a la totalidad de los Estados contratantes, quienes tienen derecho a participar en la decisión sobre las medidas que deban adaptarse con relación a tal propuesta, además de asistir a la negociación y celebración de cualquier acuerdo concerniente a la enmienda del tratado. Por otra parte, puede acordarse una enmienda por dos o más Estados, únicamente respecto de sus relaciones mutuas, siempre y cuando esta posibilidad esté contemplada en el texto del tratado o bien, no se encuentre prohibida en virtud de que no afecta el disfrute de los derechos de los demás Estados ni el cumplimiento de sus obligaciones, además de no ser contrario a su objetivo y fin. (Artículo 41) 

CAUSAS DE NULIDAD, TERMINACIÓN Y SUSPENSIÓN 

Las causas de nulidad en los tratados son: la incapacidad del representante de un Estado para celebrar tratados, esto se manifiesta cuando el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se hace violando una norma de su derecho interno respecto de la competencia personal para celebrar este tipo de actos, si ello sucediera el tratado será considerado nulo. 

También será nulo todo tratado celebrado por un representante estatal que se encuentra bajo restricción específica para manifestar dicho consentimiento. No podrá alegarse esta causal, si no se comunico con anterioridad a la manifestación de ese consentimiento a los demás Estados negociadores. (Artículo 47) 

Otra causal la constituyen los vicios en el consentimiento. Ello radica en que la voluntad es la base fundamental de los tratados, de conformidad con el principio ex consensu advenit vinculum por el cual, cuando exista alguna de las siguientes circunstancias que afecten la voluntad de los Estados en obligarse por un tratado, éste se considera nulo. En primer lugar se encuentra el error, que consiste en la falsa apreciación de la realidad que logra que un Estado celebre un tratado bajo un falso supuesto, lo que no será posible aludir si el Estado contribuye con su conducta al error o éste fuera tan evidente que cualquier persona pueda haber advertido esa falsa circunstancia. Si el error se refiere únicamente a la redacción del texto, no afecta su validez, pero debe ser corregido y rubricado por los representantes de los Estados parte o canjearse los instrumentos en los que se haya corregido el error o bien, realizar, por el procedimiento acordado, otro tratado que haya sido corregido. (artículos 48 y 49) 

El dolo se constituye por los artificios, engaños o maquinaciones fraudulentas por medio de las cuales un Estado es inducido a celebrar un tratado por otro Estado negociador (artículo 49). Asimismo, la violencia, se considera también un vicio en el consentimiento que puede dar lugar a nulidad. Ésta se configura cuando existe coacción sobre el representante de un Estado mediante actos o amenazas dirigidos contra su persona o bien, coacción sobre un Estado por medio de amenazas o el uso de la fuerza, en violación a los principios de Derecho internacional (artículos 51 y 52). 

Finalmente, se considerará nulo todo tratado que, en el momento de su celebración, esté en oposición de una norma imperativa de Derecho internacional general. Para los efectos de esta convención, una norma imperativa de Derecho internacional general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto, como norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de Derecho internacional que tenga el mismo carácter (artículo 53). Estas normas imperativas son denominadas ius cogens y cabe mencionar que cuando se redactó el proyecto de la 

Convención de Viena, la Comisión de Derecho Internacional dudó mucho en incluir ejemplos de normas de esta naturaleza, principalmente porque la sola mención de casos de ius cogens pueqe, incluso en la más esmerada redacción, dar lugar a equívocos con respecto a la posición de la Comisión ante otros tipos de casos. Para De Rover, tal indecisión no se limita a la Comisión internacional; es una actitud más generalizada que se destaca en la documentación sobre este tema. Hay quienes sostienen incluso, que no hay normas de ius cogens argumentando que normas más generales distan de ser universales. Sin embargo, hay argumentos suficientes para afirmar que este tipo de normas incluyen la prohibición de que los Estados recurran a la fuerza o bien, a la prohibición del genocidio, la esclavitud, la discriminación racial y de la tortura, y reafirman el derecho a la vida de todas las personas. Es así que los tratados celebrados entre Estados no deben ser contrarios a dichas normas y, llegando el caso, serán nulos. Sin embargo, puede suceder que sólo una de sus disposiciones sea contraria al ius cogens, en este caso habrá que analizar si puede ser suprimida del tratado y no afectar con ello su totalidad. 

Si surgiera una nueva norma imperativa de Derecho internacional general, todo tratado existente que esté en oposición con esa norma se convertirá en nulo y se dará por terminado (artículo 64). Con lo anterior; se hace referencia al proceso permanente de desarrollo de las normas de Derecho internacional, en virtud del cual una práctica habitual entre Estados puede convertirse en Derecho internacional consuetudinario y una norma de Derecho internacional consuetudinario puede llegar a ser una norma imperativa que no admita derogación alguna. La prohibición total de la tortura puede ser un ejemplo de norma que ha evolucionado en ese sentido. 

Por otra parte y de acuerdo con la convención, son causas de terminación de los tratados y suspensión de su aplicación, las siguientes: 

a) Por acuerdo de las partes (artículo 54 y 57). Asimismo, tratándose de tratados multilaterales, resulta válido que dos o más Estados acuerden su suspensión temporal únicamente en sus relaciones mutuas, siempre y cuando esta posibilidad se haya convenido en el tratado o no afecte el disfrute de los derechos de los demás Estados ni el cumplimiento de sus obligaciones, además de no ser contrario al objeto ni al fin del tratado. (Artículo 58). 

b) Por un cambio fundamental de circunstancias, excepto en los casos de establecimiento de una frontera si resulta de una violación al tratado por la parte que lo alega. (Artículo 6) 

c) Por la reducción del número de partes en un tratado multilateral, si así se dispone. (Artículo 55) 

d) Por denuncia o retiro de cualquier Estado que forme parte del tratado, siempre que así se prevea o conste de algún modo que esa fue la intención de las partes o bien, que se considera permitido aludiendo a su naturaleza. 

e) Por imposibilidad subsiguiente de cumplimiento por parte de un Estado. (Artículo 61) 

f) Por la celebración de un tratado posterior por la totalidad de las partes que celebraron el tratado inicial 

y sea voluntad de éstos darlo por terminado o suspendido. (Artículo 59) 

g) Por violación grave al tratado por parte de un Estado, los demás pueden, dado el caso, ponerle fin a sus consecuencias o suspenderlo respecto de sus relaciones mutuas con ese Estado infractor. (Artículo 60) 

h) Por ruptura en sus relaciones diplomáticas o consulares. (Artículo 63) 

Una vez que un tratado entra en vigor, es remitido a la Secretaria de las Naciones Unidas para su registro o archivo e inscripción, según sea el caso, para posteriormente proseguir con su publicación. (Artículo 80) 

La sanción por falta de registro consiste en que el tratado no podrá ser invocado en beneficio de un Estado, ante ningún órgano de las Naciones Unidas. De ello, se deduce que con la falta de registro no se considera nulo pero si ineficaz. (Artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.) 

LOS TRATADOS EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO 

El régimen jurídico de los tratados internacionales en México se regula por los siguientes ordenamientos: 

en primer lugar, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM); el Código Civil; la Ley 

Orgánica de la Administración Pública Federal; la Ley Orgánica del Servicio Exterior Mexicano y la Ley sobre 

la Celebración de Tratados. 

El Presidente de la República, titular del poder ejecutivo es el constitucionalmente designado para celebrar, en primera instancia, un tratado internacional. Así lo dispone el artículo 89 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos al mencionar que: 

"Las facultades y obligaciones del Presidente son las siguientes: (... ) 

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, sometiéndolos a la aprobación del Senado. En la conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo observará los siguientes principios normativos: la autodeterminación de los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacionales; la igualdad jurídica de los Estados; la cooperación internacional para él desarrollo y la lucha por la paz y la seguridad internacionales." 

Una vez celebrado por el Ejecutivo, tiene que ser aprobado mediante el proceso de ratificación o adhesión, mismo que le compete al Senado de la República, conforme al artículo 76 de la CPEUM que a la letra dice: 

"Son facultades exclusivas del Senado: 

1. Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal, con base en los informes anuales que el Presidente de la República y el Secretario del despacho correspondiente rindan al Congreso; además, aprobar los tratados internacionales y convenciones diplomáticas que celebre el Ejecutivo de la Unión." 

Esta recepción constitucional por parte del Senado y una vez publicado en el Diario Oficial de la Federación, hace que este instrumento internacional forme parte de nuestro Derecho positivo mexicano. Lo anterior se desprende del artículo 133 Constitucional siguiente: 

"Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella, y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las constituciones o leyes de los Estados". 

Este artículo significa la incorporación de los tratados internacionales al sistema jurídico mexicano, ya que, si son la ley suprema de toda la Unión, gobernantes y gobernados están regidos no sólo por la Constitución y las leyes ordinarias, sino también por lo dispuesto en los tratados internacionales. Tras lo cual, un particular podrá exigir su cumplimiento ante los tribunales nacionales o acudir a los mecanismos internacionales previstos para los casos de incumplimiento de los tratados. 

Por otra parte, dentro del Código Civil para el Distrito Federal que rige para toda la República en asuntos del orden federal, encontramos la regulación relativa a la publicación de las leyes, lo cual incluye a la publicación de los tratados. 

El artículo 3 del Código Civil para el Distrito Federal contempla que: 

"Las leyes, reglamentos, circulares o cualesquiera otras disposiciones de observancia general, obligan y surten efectos tres días después de su publicación en el periódico oficial. 

En los lugares distintos del Distrito Federal en que se publique el periódico oficial, para que las leyes, reglamentos, etc., se reputen publicados y sean obligatorios, se necesita que además del plazo que fija el párrafo anterior, transcurra un día más por cada cuarenta kilómetros de distancia o fracción que exceda de la mitad." 

El artículo 4 de este mismo ordenamiento dispone y prosigue: 

"Si la ley, reglamento, circular o disposición de observancia general fija el día en que debe comenzar a regir, obliga desde ese día con tal de que su publicación haya sido anterior." 

Respecto a estas disposiciones Arellano comenta que los tratados internacionales que contengan disposiciones de observancia general, dirigidas a gobernantes y gobernados, requieren de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. En él se publica el decreto de aprobación de un tratado internacional aprobado por el Senado y en ese mismo diario se publica el decreto de promulgación de un tratado internacional. Es en este último decreto, en el que se reproduce el texto literal del tratado internacional correspondiente. Sin dicha publicación no se puede iniciar la vigencia de un tratado internacional en el ámbito interno. 

Otro conjunto de normas jurídicas que tienen que ver con los tratados internacionales en nuestro sistema jurídico, es la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, esta ley secundaria nos indica cuales serán los asuntos que competen a la Secretaría de Relaciones Exteriores. Su artículo 28 dispone: 

"Compete a la Secretaría de Relaciones Exteriores: 

1. Promover, propiciar y asegurar la coordinación de acciones en el exterior de las dependencias y entidades de la administración pública federal; y sin afectar el ejercicio de las atribuciones que a cada una de ellas corresponda, conducir la política exterior, para lo cual intervendrá en toda clase de tratados, acuerdos y convenciones en los que el país sea parte." 

Por su parte la Ley Orgánica del Servicio Exterior Mexicano dispone en su artículo 3 que corresponde al servicio exterior: 

“d) Cuidar el prestigio del país en el extranjero y el cumplimiento de los tratados y convenciones de los que el gobierno de México sea parte, y de las obligaciones internacionales que le corresponda cumplir." 

La negociación de los tratados internacionales por parte de los jefes de misión, se desprende del inciso a) del artículo 46 de la citada Ley Orgánica: 

"Corresponde a los jefes de misión: 

a) Atender, despachar o negociar, en su caso, los asuntos que les sean encomendados por la Secretaría de Relaciones Exteriores o que se desprendan de las funciones que son propias del Servicio Exterior mexicano." 

Ley sobre la Celebración de Tratados de 2 de enero de 1992 que regula la celebración de éstos por el gobierno mexicano, no se toma en cuenta, no sólo porque algunas disposiciones violan la propia Constitución y su texto es bastante ineficaz, sino en virtud de que al firmar y aprobar la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, la práctica internacional de México ha demostrado que ésta rige lo concerniente a los mismos. 
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